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 “La garantía del plazo razonable en la duración de los procesos, a la luz de la 

jurisprudencia de los Organismos Supranacionales de Derechos Humanos, y Cortes 

Supremas de los Estados Unidos de América y Nacional” 

 

II. Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 

Como aclaración previa, es destacable que esta garantía, en el ámbito europeo, tiene su 

fuente en el art. 6.1 del Convenio Europeo sobre Salvaguarda de los Derechos del 

Hombre y de las Libertades Fundamentales, suscripto en Roma, en 1950, que establece:  

“Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable”. 

Caso “Wemhoff”: en este caso, resuelto el 27 de junio de 1968, se discutía la excesiva 

duración de la prisión preventiva, pero también la del proceso mismo, por la estrecha 

vinculación entre ambas. La Comisión Europea de Derechos Humanos decidió elevar 

esta denuncia al Tribunal, a los fines que se expida sobre el alcance de la expresión 

“razonable”, y fue entonces cuando ideó la doctrina de los “siete criterios”, de los cuales 

resultaría la razonabilidad o no del plazo, los primeros tres relativos al de detención 

provisional y los últimos cuatro referidos específicamente al tema que nos ocupa. 

Los mismos pueden resumirse de la siguiente manera:  

§         La duración de la detención en si misma. 
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§         La duración de la prisión preventiva con relación a la naturaleza del delito, a la 

pena señalada y a la pena que debe esperarse en el caso de condena. 

§         Los efectos personales sobre el detenido. 

§         La conducta del imputado en cuanto haya podido influir en el retraso del proceso. 

§         Las dificultades para la investigación del caso. 

§         La manera en que la investigación ha sido conducida. 

§         La conducta de las autoridades judiciales. 

Sin embargo, el Tribunal rechazó los mismos afirmando la necesidad de 

ceñirse a las argumentaciones producidas en el proceso por parte del demandante y de 

las autoridades encargadas de resolver sus peticiones. 

Caso “Neumeister” del 27 de junio de 1968: En el mismo, la Comisión reiteró la 

doctrina de los “siete criterios”, y el Tribunal, quien rechazó nuevamente la mencionada 

doctrina, fijó los extremos dentro de los cuales debía contarse el plazo razonable de 

duración del proceso, el cual “empieza necesariamente el día en que se acusa a alguien” 

y se extiende hasta “el fallo que resuelva sobre el fundamento de la acusación, lo que 

puede extenderse a la resolución que dicte la jurisdicción ante la cual se recurre, si se 

pronuncia sobre aquel extremo”, ampliando así el criterio, que en la misma inteligencia, 

había postulado la Comisión en su correspondiente informe, para quien dicho plazo 

comenzaría a correr “desde que los indicios en contra de una persona repercutieran 

gravemente en su situación.”  

Caso “Stögmüller” del 10 de noviembre de 1969: La Comisión insistiendo en 

la aplicación de la ya reseñada doctrina de los “siete criterios”, estableció que debían 

prevalecer los formulados en primer lugar, en el caso que los restantes determinaran una 

solución distinta. Por su parte el Tribunal en un intento de definir el concepto de plazo 

razonable, estableció la doctrina, luego tomada tanto por la CIDH y por la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, relativa a “la imposibilidad de traducir este concepto 

en un número fijo de días, de semanas, de meses o de años o en variar la duración según 

la gravedad de la infracción”. 
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Casos “Rigiesen” del 16 de julio de 1971, “König” del 8 de junio de 1978, “Eckle” del 

15 de julio de 1982, y siguientes: El Tribunal estableció que para determinar si la 

duración de un proceso había sido razonable o no, se debía atender a la complejidad del 

caso, el comportamiento del demandante y la manera en que el asunto fue llevado por 

las autoridades administrativas y judiciales. 

III. Informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y 

Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Caso “Firmenich”, Informe del 13 de abril de 1989 de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos: Si bien este informe se refiere a la duración del 

plazo de la prisión preventiva, es aplicable también al caso de estudio del presente 

trabajo, y es remarcable la adopción, en el sistema interamericano, de la doctrina del 

TEDH, así la Comisión estableció que el plazo razonable no puede establecerse con 

precisión absoluta, es decir que no puede medirse en unidades de tiempo (días, semanas, 

meses, años), sino que debe considerarse, caso por caso, a partir de los siguientes 

factores: duración efectiva de la detención, gravedad de la infracción, complejidad del 

caso, asimismo es importante señalar que de la doctrina que surge del presente informe, 

puede concluirse que un plazo puede exceder el máximo legal establecido para el 

mismo, y sin embargo seguir siendo razonable, en virtud de los indicadores señalados. 

Caso “Giménez”, Informe del 1 de marzo de 1996 de la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos: Más allá de que el mismo verse sobre el plazo 

razonable de prisión preventiva, su doctrina como ya fue especificado, puede ser 

aplicable también al plazo de duración del proceso todo. Aquí la Comisión repitió la 

tesis del “no plazo” formulada a partir del caso “Firmenich”. Sin embargo, si bien 

estableció que el plazo razonable de la CADH no era un plazo en el sentido procesal del 

término, si la ley de todos modos lo fija, este debía ser tomado como un indicio de la 

posible ilegitimidad del proceso o de la detención más allá del vencimiento de ese lapso. 

Finalmente, la Comisión estableció que la razonabilidad de la duración del proceso debe 

medirse según los criterios de la complejidad de caso, la conducta del inculpado y la 

diligencia de las autoridades, señalando que la razonabilidad del plazo del art. 8.1 

(relativa al proceso), es un criterio más flexible que la del art. 7.5 (relativa a la prisión 

preventiva), ya que en esta última se afecta su vez el derecho a la libertad personal. 
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Caso “Genie Lacayo”, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 29 de 

enero de 1997: Si bien en este caso se discute el derecho de la víctima del delito a la 

razonable duración del proceso penal, es interesante destacar que la Corte adoptó la tesis 

del “no plazo”, estableciendo como criterios de razonabilidad, siguiendo al TEDH, la 

complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de las 

autoridades judiciales. 

Caso “Suárez Rosero”, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 12 de 

noviembre de 1997:  aquí la Corte, siguiendo nuevamente al TEDH, estableció que el 

tiempo del proceso era aquel que estaba encerrado entre la detención del imputado, 

primer acto del procedimiento, y el pronunciamiento de sentencia definitiva de la última 

instancia, y adoptó una vez más la tesis del “no plazo”, junto con los tres criterios 

apuntados en el caso “Genie Lacayo”. 

IV. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos 

de América. 

Caso “Barker v. Wingo”: La Corte se refirió aquí al derecho a un juicio rápido 

(Speedy Trial), contenido en la Enmienda 6°, sosteniendo que el mismo es 

genéricamente distinto a las demás garantías que el Estado concede a los imputados, ya 

que la privación a este derecho, no lo afecta en todos los casos. Agrega, asimismo, que 

muchas veces es la propia defensa la que favorece las demoras en la tramitación de los 

juicios, como estrategia, estableciendo como ejemplo que el paso del tiempo borra la 

memoria de los testigos. También consideró que esta garantía importa también a la 

sociedad toda, ya que si el imputado se encuentra en prisión preventiva durante la 

tramitación del proceso, en caso de ser declarado inocente, se dificultará su reinserción 

social cada vez más, con el paso del tiempo, y si éste está en libertad, y es culpable, 

podrá cometer nuevos delitos hasta tanto se dicte sentencia. También aclaró la Corte la 

imposibilidad de precisar una definición concreta de esta garantía, lo que la diferencia 

con las restantes, al tratarse de un concepto vago e impreciso, lo que dificulta 

determinar su violación. Es así como, mediante la creación del llamado “Balancing 

Test”, establece pautas y variables para determinar si la garantía bajo estudio ha sido 

vulnerada. Las mimas son: la determinación del período concreto que llevó el caso; el 

análisis de las razones brindadas por el Estado, para justificar el retraso; la 

determinación sobre si las mismas son atendibles; la conducta del imputado, a los fines 
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de determinar si propició o activó dilaciones indebidas para retrasar el proceso; y el 

análisis del perjuicio personal sufrido por el imputado, en virtud del retraso. 

La doctrina del Balancing Test siguió siendo aplicada por la Corte, en 

pronunciamientos como “Doggett v. United States”.   

Caso “U. S. v. Marion”:  En este precedente, se discutía si la garantía 

consagrada en la Enmienda 6° de la Constitución, el derecho a un juicio rápido (Speedy 

Trial), era aplicable a la emisión de la acusación, concluyendo la Corte que la misma no 

se aplica a este estadio procesal, concluyendo que sólo la acusación formal o la prisión 

preventiva “ponían en funcionamiento las protecciones particulares”. 

Esta doctrina fue seguida, por el mismo Tribunal, en los casos “U.S: v. Mac 

Donald” y en ““U.S. v. Loud Hawk”. 

V. Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 

Caso “Mattei”del 29 de noviembre de 1968[2]: La Corte Suprema de Justicia de 

la Nación considero que la resolución cuestionada proponía una renovación de un 

proceso ya dilatado que, de esa forma, lo conducía inexorablemente a seguir 

aumentando su duración ya excesiva, lo cual resultaría violatorio de determinados 

principios básicos del derecho procesal penal que se podrían resumir en el derecho del 

imputado a un juicio razonablemente rápido. La CSJN le asignó a ese derecho jerarquía 

constitucional estableciendo que el mismo se encuentra incluido en la garantía de 

inviolabilidad de la defensa en juicio consagrado en el art. 18 de nuestra Carta Magna. 

La CSJN afirmó que retrotraer el proceso a la etapa instructoria a través de la 

anulación de todo lo actuado después de su clausura, sin que existieran motivos reales 

de invalidación de los actos cumplidos, era jurídicamente intolerable. Asimismo, 

consideró que la seguridad jurídica y la necesidad de una administración de justicia 

rápida, dentro de lo razonable, imponían la vigencia de los principios de progresividad y 

preclusión procesales, conforme a los cuales, un proceso sólo podía ser retrogradado a 

etapas anteriores cuando sus actos previos no hubieran sido válidamente realizados, 

pero si no existían motivos de nulidad de los actos, la progresividad tendiente a la 

sentencia es irreversible, los actos válidamente realizados precluyen y no pueden ser 

repetidos. De esta forma, la CSJN comenzó a esbozar la doctrina del "paralelogramo de 
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las nulidades", que quedará expresada con más nitidez en "Frades", según la cual, los 

procesos penales no pueden ser retrotraídos a etapas anteriores cuando en su desarrollo 

se han respetado las "formas sustanciales del juicio"[3] y la anulación que obliga a 

repetir los actos ya cumplidos está fundada en consideraciones rituales insuficientes, en 

la inobservancia de solemnidades desprovistas de sentido; pero si se han violado 

aquellas "formas sustanciales del juicio" la anulación deviene válida y también la 

consecuente retracción del proceso a etapas anteriores con el fin de renovar los actos 

invalidados. 

En este precedente, podemos observar la idea de la CSJN respecto del derecho 

a un juicio rápido: los principios mencionados (seguridad jurídica, justicia rápida, 

progresividad, preclusión) "obedecen al imperativo de satisfacer una exigencia 

consustancial con el respeto debido a la dignidad del hombre, cual es el reconocimiento 

del derecho que tiene toda persona a liberarse del estado de sospecha que importa la 

acusación de haber cometido un delito, mediante una sentencia que establezca, de una 

vez para siempre, su situación frente a la ley penal", concordantemente afirmó que " 

debe reputarse incluído en la garantía de la defensa en juicio consagrada en el artículo 

18 de la Constitución Nacional el derecho de todo imputado a obtener -luego de un 

juico tramitado en legal forma- un pronunciamiento que, definiendo su posición frente  

a la ley y a la sociedad, ponga término, del modo más rápido posible, a la situación de 

incertidumbre y de innegable restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento 

penal". 

En este fallo la CSJN, también hace referencia a la posible violación del 

principio de non bis in idem, ya que el proceso que está en condiciones de ser resuelto 

en definitiva es, en lugar de ello, retrogradado a etapas anteriores, ampliando de esta 

forma las fronteras tradicionales, que tanto la doctrina como la jurisprudencia le asignan 

a este principio. 

Caso “Villada de García” del 26 de febrero de 1976[4]: En el caso en cuestión, 

la CSJN vuelve a tratar el problema de duración del proceso penal, pero no hace 

referencia a la doctrina de "Mattei", ni siquiera menciona el derecho del imputado a un 

juicio razonablemente rápido. En el caso se había dictado un sobreseimiento por falta de 

pruebas y porque había transcurrido un largo tiempo con el proceso en etapa sumarial. 

Si bien se resolvió dejar sin efecto esta decisión por arbitrariedad, es dable destacar que 
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la CSJN afirmó que "si la investigación de los delitos presuntamente cometidos se ha 

desarrollado en forma morosa, no parece solución acorde con un correcto y eficiente 

servicio de justicia, dictar un sobreseimiento definitivo en la causa, sino por el 

contrario, es menester tomar las medidas conducentes para acelerar los trámites y llegar 

así a determinar con certeza la verdad", observamos que se atribuye un valor 

preeminente a la búsqueda de la verdad como meta procesal, aparentemente por encima 

del derecho a un juicio expeditivo. 

Caso “Pileckas” del 12 de mayo de 1977[5]: La CSJN reitera la doctrina 

"Mattei", esto es, declama la existencia con jerarquía constitucional del derecho del 

imputado a ser juzgado tan rápido como sea posible. Sin embargo, y como producto de 

la vaguedad del criterio adoptado (sólo se lo reconoce, pero no se circunscriben sus 

alcances ni sus consecuencias), invoca este derecho para poner así, fin al proceso con 

una condenación; ya que si bien reconoce que en el proceso ya se ha vencido su plazo 

razonable de duración, no extrae de tal circunstancia la ilegitimidad del proceso al haber 

superado ese plazo, lo cual configuraría la consecuencia jurídica correcta, sino que a 

pesar de que un gran tramo del desarrollo del proceso fue antijurídico, pone fin allí al 

mismo.  

Caso “Klosowsky” del 7 de julio de 1977[6]: La CSJN trajo a colación el 

precedente "Mattei" para abrir su conocimiento a una sentencia que declaraba nulidades 

procesales, que en principio no resultaba recurrible por vía del recurso extraordinario. 

Para dejar sin efecto la resolución recurrida, expresa que convalidarla implicaría que los 

imputados queden sometidos a una prolongación del proceso que afectaría la garantía de 

defensa en juicio, integrada también por el derecho a una rápida y eficaz decisión 

judicial. Como podemos observar, la CSJN vuelve a consagrar el derecho a un plazo 

razonable de duración del proceso penal, con jerarquía constitucional, e incluido dentro 

del art. 18 de la Constitución Nacional como parte de la garantía de inviolabilidad de la 

defensa en juicio.  

Caso “Mozzatti” del 17 de octubre de 1978[7]: Esta causa tuvo una duración 

superior a veinticinco años, en la misma la CSJN no sólo repite la doctrina de "Mattei", 

sino que además expande el espectro de la misma. 
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En primer lugar nuestro máximo tribunal puso de manifiesto su escándalo ante 

la excesiva duración del proceso en cuestión afirmando que lo ocurrido constituye una 

tergiversación -aunque inculpable- de todo lo instituido por la Constitución Nacional, en 

punto a los derechos de la personalidad, vinculados a las declaraciones y garantías 

concernientes a la administración de justicia. Asimismo señaló que "sin que sea 

imprescindible entrar en detalles y como conclusión irrefutable, salta a la vista que 

resultaron agraviados hasta su práctica aniquilación, el enfático propósito de afianzar la 

justicia, expuesto en el Preámbulo, y los mandatos explícitos e implícitos, que aseguran 

a todos los habitantes de la Nación la presunción de su inocencia y la inviolabilidad de 

su defensa en juicio y debido proceso legal. Ello así, toda vez que dichas garantías 

constitucionales se integran por una rápida y eficaz decisión judicial". 

A continuación la CSJN aceptó que un proceso de duración excesiva 

representa ya una pena para los acusados, expresándolo en los siguientes términos "las 

personas sometidas a este proceso, además de haber estado detenidas por distintos 

lapsos, durante todo el resto de la sustanciación vieron indiscutiblemente restringida su 

libertad con las condiciones impuestas por la excarcelación. Y eso durante un término 

de prolongación insólita y desmesurada. Semejante situación es equiparable, sin duda, a 

una verdadera pena que no dinama de una sentencia condenatoria firme, y se sustenta 

sólo en una prueba semiplena de autoría y culpabilidad. Con ella, se hace padecer física 

y moralmente al individuo, no porque haya delinquido, sino para saber si ha delinquido 

o no, lo cual es contrario al principio que este tribunal ha enunciado en Fallos 272:188 

de que la garantía constitucional de la defensa en juicio incluye el derecho de todo 

imputado a obtener un pronunciamiento que, definiendo su posición frente a la ley y a la 

sociedad, ponga término del modo más breve, a la situación de incertidumbre y 

restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal". 

Finalmente, la CSJN resolvió que "corresponde dictar sin más tramite la 

decisión que ponga final a este dilatado proceso, que no puede ser otra cosa que declarar 

la insubsistencia de todo lo actuado con posterioridad al auto de prisión preventiva de 

fs. 252 y ss., en vinculación con el ejercicio de la pretensión sancionatoria. Y atento al 

tiempo transcurrido desde esa actuación (más de veinticuatro años), término que no 

debe considerarse interrumpido por los actos procesales que se invalidan, cuadra 

igualmente declara extinguida por prescripción la acción penal deducida en autos (arts. 
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59, incs. 3º, 42 y 44, Código Penal; Fallos, 275:241), sin perjuicio de los derechos de 

las partes de naturaleza patrimonial" 

Podemos observar entonces, que el precedente en cuestión a más de reconocer 

que la excesiva duración del proceso penal vulnera todos los derechos individuales y sus 

garantías referidos a la administración de justicia; avanza al admitir que en tales 

condiciones, el proceso penal significa ya una pena impuesta no a un culpable, sino a 

quien se somete a juicio para saber si es culpable o no lo es. También es dable resaltar, 

que la CSJN consideró que los retrasos no eran imputables a las autoridades judiciales, 

apartándose así al fallar como lo hizo, de los estándares del TEDH, según los cuales, 

como ya hemos reseñado ut supra, más allá de la duración exorbitante del proceso, era 

posible considerar razonable su duración si las demoras no era imputables a las 

autoridades encargadas del trámite judicial. 

Sin embargo, la CSJN se queda de nuevo a mitad de camino, ya que para 

poner fin al proceso declara la "insubsistencia" de los actos procesales dictados con 

posterioridad al auto de mérito, a más de que dicha solución no encuentra asidero 

jurídico en nuestro ordenamiento, la sentencia no explícita que significa la 

"insubsistencia", sin permitir inferir criterio rector alguno.   

Caso “Berel Todres” del 11 de noviembre de 1980[8]: En este caso, la CSJN 

establece precisiones a la doctrina de "Mattei", refiriéndose por primera vez a la actitud 

del imputado en el proceso penal, al afirmar que la celeridad en los procesos penales es 

sólo aquella que sea posible y razonable, de modo que, como derecho de altura 

constitucional, ella no se ve perjudicada si la duración excesiva se debe a "la deducción 

por las partes de recursos manifiestamente inoficiosos".  

Caso “García” del 18 de octubre de 1983[9]: La CSJN consideró que el 

supuesto del caso en cuestión no era el de la doctrina de "Mattei", y estableció que los 

procesos penales no pueden ser reenviados a etapas ya cumplidas si - y sólo si- los actos 

de esas etapas habían respetado los requisitos normativos cuya infracción conduce a su 

ineficacia, esto es sin violación de las formas esenciales del juicio, salvo el supuesto de 

nulidad. Así, las nulidades mal decretadas no pueden relevar lo que loa CSJN ha 

caracterizado como principios de progresividad y preclusión de los actos procesales, 

pero las "nulidades verdaderas" o bien decretadas, si pueden hacerlo. Como en el caso 
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objeto de análisis la nulidad era de las "verdaderas", ya que se refería a la inobservancia, 

de lo que la CSJN denomina "formas sustanciales del juicio" relativas a la acusación, 

defensa, prueba y sentencia, la CSJN entendió que la nulidad estaba justificada y el 

proceso podía ser llevado nuevamente a sus comienzos. 

Más allá de lo objetable que pueda ser la doctrina de este precedente, es 

destacable que la misma precisa los conceptos de "Mattei" sobre el problema de los 

actos defectuosos. 

Caso “Casiraghi” del 22 de noviembre de 1984[10]: En este fallo la CSJN 

reprodujo lo resuelto en el caso "Mattei" al considerar que la nulidad en cuestión era 

insustancial y que estaba decretada por exceso de ritualismo, no pudiendo entonces 

ordenarse sobre esta base la renovación de actos que habían precluido, pues habían sido 

realizados sin vicios de entidad; de lo contrario se afectaría la secuencialidad de los 

actos del proceso (principio de progresividad) y el derecho del imputado a que su 

proceso sea terminado tan pronto como sea posible.  

Como podemos ver, este precedente confirma nuevamente la declaración del 

derecho del imputado al juicio rápido, pero sólo en el caso de nulidad "insustancial". 

Caso "Bolo" del 27 de junio de 1985[11]: Es importante destacar, que en este 

precedente, la CSJN, además de reiterar su doctrina sobre el tema que nos ocupa, y sin 

desconocer el derecho del imputado a un juicio penal rápido, reconoció que pesa sobre 

el imputado un deber de tolerar las vicisitudes normales del proceso penal. 

  

Caso “Cardozo” del 9 de enero de 1987: Aquí la CSJN señaló que del derecho 

a un pronunciamiento judicial rápido "se derivaba una expectativa razonable a contar 

con alguna vía idónea para hacerlo valer, para impulsar el proceso". Así, reconoció la 

necesidad de establecer un instrumento para hacerlo valer con el fin de terminar con la 

excesiva duración del proceso o de la prisión preventiva. Lo cual significó reconocer 

también que ambas instituciones pueden trabajar como pena anticipada y que, llegada su 

duración a un punto, los daños son definitivos y la revisión de su subsistencia no puede 

ser demorada, habilitándose de esta manera la revisión judicial anticipada del proceso. 
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Caso “Firmenich” del 28 de julio de 1987[12]: Si bien este caso se refiere a los 

alcances del significado de "plazo razonable" de la prisión preventiva, ya hemos 

advertido sobre la estrecha vinculación que existe entre este plazo y el plazo de duración 

del proceso. Aquí la CSJN al interpretar el significado del derecho en cuestión, recurre a 

la jurisprudencia del TEDH, y citando alguno de los precedentes de aquél Tribunal 

referidos a este punto (“Neumeister”, “Stögmüller” y  "Ringeisen"), se enrola en la 

teoría del no plazo, ya explicitada ut supra, manifestando que el plazo razonable no se 

podía traducir en un número fijo de días, semanas, meses o años, sino que debía 

examinarse esa razonabilidad a través de la confrontación de las circunstancias del caso 

con criterios determinados: la gravedad del hecho, sus características, las condiciones 

personales del imputado. 

Caso “Villalba” del 1 de enero de 1988[13]: En los dos votos que hubo en 

disidencia en este caso, y que constituyeron la minoría del presente fallo, se trató la 

cuestión del derecho del imputado a ser juzgado dentro de un plazo razonable, y se 

consideró que ante la violación de aquel derecho corresponde que la Corte ejerciendo su 

competencia positiva dicte directamente la resolución que ponga fin al proceso, ya que 

el reenvío para que el a quo dicte aquella resolución no se tolera porque el derecho en 

cuestión sigue siendo vulnerado. 

Caso “Borthagaray” del 14 de noviembre de 1989[14]:  En este caso la CSJN 

reitera los criterios sostenidos en "Mattei", "Mozzatti" y otros, pero se aparta de este 

grupo de precedentes respecto del tipo de resolución que debe tomarse cuando se 

constata la violación del plazo razonable de duración del proceso. Así, decide ejercer su 

competencia positiva y dicta sentencia condenatoria, tomando conciencia de que del 

derecho del imputado a no ser juzgado más allá de cierto plazo se desprende la  

necesidad de terminar con el proceso lo antes posible. Es dable destacar, que en el 

momento en que nuestro máximo tribunal afirmó que el caso debía tener una conclusión 

inmediata en virtud de lo exigido por el mandato constitucional del juicio penal rápido, 

el proceso llevaba una duración de tres años y tres meses; pauta temporal que no es 

menor, ya que constituye una de las duraciones más breves que han sido consideradas 

por la CSJN como intolerables por el derecho a un juicio expeditivo. 

Caso “Frades” del 14 de diciembre de 1989[15]: La CSJN consideró, 

compartiendo los argumentos del Fiscal de Cámara, que la nulidad declarada en el caso 
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en cuestión era de aquellas que se fundaban en la violación de formas esenciales del 

juicio, y que por consiguiente, la renovación de actos eliminados era admisible como 

excepción al derecho reconocido en "Mattei". Además de repetir la doctrina del 

mencionado fallo, agregó que el derecho al juicio rápido resultaba aplicable sólo a casos 

excepcionales, permitiéndose la renovación de actos ya cumplidos cuando su 

eliminación sea consecuencia de la infracción de formas sustanciales del juicio. 

Asimismo admitió nuevamente, que el proceso tiene un carácter restrictivo de derechos 

que lo asemeja a la pena, y que pesa sobre el imputado el deber de tolerar el proceso 

siempre y cuando este se desenvuelva de un modo regular, por lo que dentro de ese 

marco, las injerencias en los derechos del acusado que comporta el enjuiciamiento 

deben ser soportadas por aquél. 

 Por último, cabe poner de resalto, que en este precedente la CSJN parece 

perfeccionar y dar forma definitiva a su "paralelogramo" de las nulidades como 

obstáculo a la operatividad del derecho al proceso penal rápido. Está teoría esbozada en 

"Mattei" y precisada en "García", implica que el proceso no puede retrogradarse a 

etapas anteriores sin lesión del derecho al juicio rápido, so pretexto de anulación de 

actos y reenvío para su renovación, salvo que la anulación se funde en la infracción de 

las formas sustanciales del juicio penal, supuesto en el cual el reenvío, la renovación de 

actos y la prolongación de la duración del juicio son admisibles. 

Caso “Arana” del 19 de octubre de 1995[16]: El presente caso se refiere una vez 

más al plazo razonable de duración del encarcelamiento preventivo, aquí la CSJN 

repitió la doctrina  que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos esbozara en 

el Informe al caso "Firmenich". Así, reiterando la doctrina, ya explicitada del no plazo, 

afirmó que la duración máxima de la prisión preventiva no podía restringirse a un plazo 

fijo, sino que debía analizarse caso por caso, para lo cual las circunstancias previstas por 

el artículo 380 del anterior Código Procesal Penal de la Nación para denegar la 

excarcelación servían para determinar cuándo el límite máximo de la prisión preventiva 

había sido alcanzado y cuándo no, computando para esa valoración, de modo muy 

particular, la gravedad de la infracción. 

Caso “Estévez” del 3 de octubre de 1997[17]: si bien este es un caso relativo a 

la prisión preventiva, es destacable el análisis efectuado por el Dr. Bossert en su voto, 

quien conecta la discusión con las disposiciones del la Comisión Interamericana de 
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Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Así, intenta 

apartarse de la doctrina del “no plazo”, formulada en el precedente Firmenich, 

entendiendo que si una Ley establece un plazo de duración, ya sea de la prisión 

preventiva o de la totalidad del proceso, el cual no es facultativo para los magistrados, 

sino imperativo.  Sin embargo, acto seguido, receptó la tesis de los organismos 

interamericanos señalados, concerniente a la posible irrazonabilidad de un plazo menor 

al legal, y viceversa. 

Caso “Polak” del 15 de octubre de 1998[18]: La CSJN, con cita de su doctrina 

al respecto, señaló la violación al derecho del imputado a un juicio rápido, y entendió 

que no era posible someter nuevamente a juicio al mismo después de que en un primer 

enjuiciamiento había sido llevado a cabo sin violación de las formas esenciales del 

proceso. Dejó sin efecto el pronunciamiento recurrido en este precedente, fundando la 

ilegitimidad del mismo en la garantía del ne bis in idem, así sostuvo que el caso había 

alcanzado un estadio en el cual el imputado habría adquirido el derecho a ser declarado 

culpable o inocente y que retrogradar el proceso, en ese momento, a etapas anteriores 

implicaba someterlo a un nuevo enjuiciamiento prohibido por el derecho constitucional. 

Es dable destacar, la conexión establecida implícitamente por la CSJN entre la 

garantía que nos ocupa y la del ne bis in idem, como así también la interpretación que 

realiza en este precedente de esta última, a la cual se le da un alcance mayor que el que 

se le da habitualmente, puesto que asegura no sólo el derecho contra una persecución 

penal múltiple, sino también contra una persecución penal excesivamente prolongada a 

través del artificio de no dictar la sentencia definitiva cuando el proceso ya ha llegado a 

ese momento y retrogradarlo a etapas anteriores con el pretexto de la anulación de los 

actos practicados.  

Caso “Kipperband” del 16 de marzo de 1999[19]: Del precedente en cuestión, 

haremos mención sólo a los dos grupos de votos en disidencia, que constituyeron la 

minoría, por ser los únicos que presentan interés respecto del tema que nos atañe. 

Ambos grupos de votos, reconocieron la violación del derecho del imputado a ser 

juzgado rápidamente e introdujeron por primera vez respecto al mismo criterios 

extranjeros[20], tanto de los órganos del Sistema Interamericano de tutela de los derechos 

humanos, como de los órganos del Sistema Europeo, especialmente dentro de este 

último los del TEDH. De está forma, se enrolaron en la ya explicada doctrina del "no 
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plazo". Asimismo, para determinar si se ha violado el plazo razonable, adoptaron la 

teoría de la "ponderación" (arbitrariedad), y acudieron a pautas de fuentes extrajeras 

como: la duración del retraso, sus razones, el perjuicio ocasionado, el comportamiento 

del imputado y el de las autoridades; de este análisis entendieron que el Estado resultaba 

responsable de la duración indebida de este proceso y no el imputado, aunque aquél 

también se veía perjudicado por la ausencia de una realización oportuna de la justicia. 

Los Dres. Fayt y Bossert, que constituyeron la minoría que opinó primero, 

entendieron que en consecuencia de todo lo afirmado, correspondía aplicar la teoría de 

una insubsistencia de la acción penal, afirmada en "Mozzatti", puesto que de esa forma 

se pondría fin a un proceso que se considera violatorio de derechos fundamentales por 

su excesiva duración. 

La segunda disidencia, compuesta por los Dres. Petracchi y Boggiano, se 

pronunció en forma similar a la anterior disidencia, pero presenta algunos matices 

diversos. Esta posición, si bien reconoció que corresponde al legislador la fijación del 

plazo y a los jueces controlar su razonabilidad, se contradijo en su razonamiento al citar 

precedentes americanos y europeos que dicen lo contrario[21].  

Es dable destacar, que esta posición, como ya se expresó, atribuyó al Estado la 

responsabilidad por el indebido retraso, exonerando al imputado, pero sobre este punto 

agregó que no se puede cargar a este con el deber de acelerar los procesos ni restringirle 

su libertad de defensa, son pretexto de que sus estrategias defensivas sean consideradas 

renuncia a su derecho a un rápido juzgamiento. Asimismo rechazó como justificación 

del retraso, el criterio de la actividad judicial ininterrumpida, ya que consideró, que si 

bien ello exculpa de las demoras a los funcionarios que intervinieron en la causa no 

borra del mundo la existencia de un proceso que ha durado demasiado. También 

reconoció a todo el proceso como coacción, en cuanto la libertad del imputado queda 

restringida por la vigencia de otras medidas de aseguramiento de sus deberes procesales. 

Afirmó, invocando el principio de proporcionalidad[22], que pasado el plazo razonable 

toda medida de coerción pierde legitimidad. 

Finalmente, esta segunda minoría, sostuvo que la Corte debía asumir su 

competencia positiva y hacer lugar a la excepción de prescripción pretendida por el 

recurrente y rechazada en las instancias ordinarias, ya que de este modo se conjuga la 
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desaparición de la pretensión punitiva estatal por el transcurso del tiempo con el 

derecho a obtener un pronunciamiento judicial sin dilaciones indebidas.  

Caso “Gotelli” del 20 de noviembre de2001: En este caso, si bien la CSJN no 

se pronunció, puesto que la misma declaró improcedentes los recursos presentados por 

los imputados, interesa para el tema que nos ocupa el peculiar dictamen del Procurador 

General de la Nación. En primer lugar, es dable destacar que el proceso en cuestión 

llevaba 16 años al momento del no pronunciamiento de la CSJN. El dictamen recoge la 

doctrina, ya comentada, del "no plazo" y expresa además, que no interesan los plazos 

que las normas de procedimiento establezcan para la duración del enjuiciamiento penal, 

dado que eso, en todo caso, es derecho común y la Corte sólo está alcanzado por el 

derecho federal. Por último, el Procurador General de la Nación afirma en su dictamen 

que la duración de este proceso no es irrazonable. 

VI. Conclusiones Personales. 

Luego de la reseña jurisprudencial efectuada, resta ahora poner de manifiesto 

mi opinión sobre la misma, a modo de conclusión del presente trabajo. 

La tesis dominante en la jurisprudencia, tanto en los ámbitos supranacionales 

(europeo e interamericano), como en la de la Corte Suprema de Justicia de los Estados 

Unidos de América y la Nacional, es la tesis del “no plazo”, creada por el TEDH, y 

receptada posteriormente en los demás ámbitos mencionados. 

Considero a la misma un criterio peligro, ya que presenta una “ambigüedad” 

que la hace apta tanto para proteger al imputado, como para avalar conductas estatales 

contrarias a tal protección, ya que partimos de la premisa que la intención del legislador 

supranacional (Pactos de Derechos Humanos reseñados) fue brindar una protección a la 

persona contra la cual se sigue un proceso penal, frente a la incertidumbre y angustia 

que la tramitación del mismo acarrea, intención la cual es desvirtuada permanentemente 

en todos los fallos reseñados. 

Al no establecerse criterios concretos de razonabilidad de los plazos de 

duración de los procesos penales, no solo se vulnera la garantía constitucional objeto de 

análisis, sino que se genera una situación de inseguridad jurídica tampoco aceptable en 

un Estado de Derecho, ya que a través de conceptos ambiguos, vacíos de contenido, 
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adaptables a tesituras contradictorias, se permite al Estado utilizar una garantía en 

contra de su portador. 

Por lo expuesto, y en relación a la teoría del “no plazo”, considero que es un 

criterio peligroso, teniendo en cuenta los lineamientos en los que ha sido formulada, y 

las soluciones que ha justificado, en tanto, si bien a simple vista podría pensarse que es 

una tesis pro imputado, garantista de sus derechos positivamente consagrados, en 

realidad ha servido para vulnerar los mismos. En este sentido, considero que la misma 

debe desecharse. 

Una mención aparte entiendo merece el criterio sostenido por la Comisión 

IDH en el caso Firmenich, que sostiene que la violación al plazo legal establecido no es 

per se ilegítima, abriendo la posibilidad de que el mismo siga siendo razonable.  

A esta tesitura aplico las mismas críticas que se aplicaron a la tesis del “no 

plazo”, ya que, nuevamente, se vulnera una clara garantía positiva, aunque ya no con 

criterios ambiguos como aquel, sino esta vez mucho más abiertamente. 

¿Para qué establecer un plazo legal, a los fines de adecuar la legislación 

interna a lo pactado internacionalmente sobre la materia, si después la jurisprudencia 

relativiza el alcance de la propia ley? ¿No se genera, demás de la inseguridad  jurídica 

ya remarcada, una franca e inaceptable violación al principio de la División de Poderes? 

Esta doctrina es más criticable aún que la anterior, aunque señalo con 

beneplácito que no ha sido por demás receptada. 

 Por lo tanto, considero tanto criticable, como así preocupante, la actual 

citación de vulneración en la que se encuentra esta garantía constitucional, por demás 

olvidada, no sólo por los magistrados, sino también por la doctrina. 

Considero que la razonabilidad de duración de los plazos no sólo debe 

referirse a los de prisión preventiva, porque ello es parcializar la garantía, la cual 

también extiende su protección al proceso en sí, a su totalidad, ya que el mismo no sólo 

acarrea pesares a la persona que lo transita en detención[23].  

                                                                                                                               16/19 



En este sentido, me interesa resaltar que, a partir de la observación de la 

realidad tribunalicia nacional, los procesos en los que no hay detenidos no avanzan, 

tramitan en lentitud, duran años, y eso no le preocupa a nadie, inclusive ni a la doctrina, 

y es tan violatorio de garantías constitucionales como la excesiva duración del plazo de 

prisión preventiva, con la sola diferencia en los efectos negativos personales al 

imputado, mucho mayores en el último, pero con la misma protección constitucional 

ambos.  

Por lo tanto, entiendo que la situación actual es crítica, y más crítico es aún 

que se consientan violaciones diarias, habituales, a garantías de jerarquía constitucional, 

las que consideramos podría decirse, han caído en desuetudo.  

Es necesario comenzar a revertir esta situación, y a consientizarse de que por 

habitual, esta conducta no deja de ser violatoria de garantías supremas, y no seguir 

permitiendo que los organismos encargados de la protección de estos derechos, los 

vulneren con criterios abstractos y ambiguos de interpretación. 
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[1] Fallos 272:188. 

[2] Fallos 272:188. 

[3] Son aquellas formas relativas a la acusación, a la defensa, a la prueba y a la sentencia. 

[4] Fallos 294:131. 
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[7] Fallos 300:1102. 

[8] Fallos 302:1333. 

[9] Fallos 305:1701. 

[10] Fallos 306:1705. 

[11] Fallos 307:1030. 

[12] Fallos 310:1476. 

[13] Fallos 311:2205. 

[14] Fallos 312:2187. 

[15] Fallos 312:2434. 

[16] Fallos 318:1877. 

[17] Fallos 320:2105. 

[18] Fallos 321:2826. 

[19] Fallos 322:360. 

[20] Si bien la CSJN ya se había referido a los criterios del TEDH en discusiones sobre el 

plazo razonable de duración de la prisión preventiva. Es dable destacar, que el TEDH 

aplica prácticamente las mismas pautas y los mismos precedentes para ambos temas. 

[21] Esto es, que el plazo razonable no se puede fijar en unidades de tiempo humanas. 

Cita la doctrina del "no plazo" del TEDH; la doctrina del Tribunal Superior español, 

según el cual el plazo razonable es un concepto jurídico indeterminado; y la 

jurisprudencia americana, para la cual el juicio rápido tiene un carácter resbaladizo y 

amorfo. 

[22] Dicho principio vincula la duración del caso con la pena solicitada por el fiscal. 

[23] Repárese que la CADH distingue claramente ambas garantías, en sus arts, 7.5 y 8.1. 
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